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VACACIONES. LA PROHIBICIÓN DE ACUMULARLAS O FRACCIONARLAS, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 53 DE LA LEY NÚMERO 364 ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ, NO 
IMPIDE QUE SE DEMANDE EL PAGO DE LOS PERIODOS QUE NO SE HUBIESEN DISFRUTADO, 
EN CASO DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL. 
 
El precepto citado prevé que los trabajadores con una antigüedad de más de 6 meses de labores 
ininterrumpidas para una misma entidad pública, tendrán derecho a disfrutar de dos periodos anuales 
de vacaciones, de por lo menos 10 días hábiles cada uno con goce de sueldo; que aquellos que laboren 
los mismos, no tendrán derecho a un doble pago; y que esos periodos no son acumulables, ni pueden 
fraccionarse; sin embargo, esa disposición no es impedimento para que demanden el pago de los 
salarios correspondientes a los periodos que no hubiesen disfrutado, incluso, durante todo el tiempo 
que duró la relación de trabajo, cuando el vínculo laboral haya llegado a su fin, ya que esa prohibición 
se entiende encaminada únicamente a su disfrute, es decir, a que no podrán gozar de periodos 
acumulados o fraccionados de vacaciones, o sea, de 20 días continuos o más, o menos de 10 en cada 
ocasión, pero no que no se tenga derecho al pago de tal prestación una vez generada y haya terminado 
la relación de trabajo, porque en este caso ya no se podrá disfrutar de ellas. Consecuentemente, si un 
trabajador demanda el pago de esa prestación, bajo el argumento de que no podrá gozar de sus 
periodos vacacionales, cuyo derecho ya generó, al haber concluido el vínculo que lo unía con la 
patronal, el tribunal deberá condenar al pago de las vacaciones no disfrutadas, salvo las que se 
encuentren prescritas, si se opuso la excepción relativa. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016065  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T. J/24 (10a.)  
 
VACACIONES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE VERACRUZ. FORMA EN 
QUE SE GENERA EL DERECHO A SU PAGO, A PARTIR DE LA PRESUNCIÓN DE QUE SE 
LABORARON LOS PERIODOS RESPECTIVOS POR HABERSE CUBIERTO GUARDIAS, SALVO 
PRUEBA EN CONTRARIO. 
 
Este tribunal, en la tesis aislada VII.2o.T.116 L (10a.), de título y subtítulo: "VACACIONES DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE VERACRUZ. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE 
OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA RECLAMAR DICHA PRESTACIÓN CUANDO 
ALEGAN HABER TENIDO GUARDIA Y LABORAR EL PERIODO CORRESPONDIENTE 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 53 Y 55 DE LA LEY DEL SERVICIO CIVIL 
RELATIVA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de junio de 2017 a las 
10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, 
junio de 2017, página 3051, sostuvo que de la interpretación sistemática de los artículos 53 y 55 de la 
Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, se colige que los trabajadores al servicio del 
Estado, una vez que laboraron ininterrumpidamente 6 meses para una entidad pública, obtienen el 
derecho a disfrutar cada año de 2 periodos vacacionales, de 10 días hábiles cada uno, establecidos en 
el calendario oficial expedido para la entidad o dependencia a la que se encuentran adscritos; sin 
embargo, en el supuesto de que un trabajador reclame que no disfrutó de un periodo vacacional, porque 
lo laboró por haber tenido guardias, podrá gozar de sus vacaciones en los 3 meses siguientes a la fecha 
en que ordinariamente inició el periodo vacacional correspondiente. En este sentido, también se 
destacó que si las vacaciones deben concederse a los trabajadores en los plazos fijados en el 
calendario oficial o, dentro de los 3 meses siguientes al en que debieron disfrutarlas, las acciones de 
trabajo prescriben en un año, que debe computarse a partir del día siguiente a la fecha en que la 
obligación sea exigible; todo lo cual, permite concluir que si un empleado burocrático laboró del 1 de 
enero al 31 de diciembre de una determinada anualidad, sin gozar de vacaciones de verano ni de 
invierno, tendrá derecho a demandar su pago, si el primer periodo inicia el 16 de julio del año, hasta tres 
meses después de esa fecha, esto es, al 15 de octubre posterior; y las correspondientes al segundo 
periodo, si éste se inicia el 16 de diciembre, hasta el 15 de marzo del año siguiente. En estas 
circunstancias, cuando un trabajador reclama el pago de sus vacaciones, al haber generado el derecho 
de disfrutar de ellas, sin precisar si laboró o no los periodos vacacionales correspondientes, debe 
entenderse que los exige al haber cubierto la guardia correspondiente pues, de otra forma, no tendría 
derecho a su pago, en términos del precepto 55, párrafo segundo invocado, generando una presunción 
que admite prueba en contrario. Consecuentemente, acorde con el reclamo de la actora y a la 
presunción no desvirtuada, el tribunal laboral debe condenar al pago del concepto referido, sobre todo 
cuando la relación de trabajo se interrumpió o terminó ya que, en este supuesto, no hay forma o manera 
de que la actora disfrute de las vacaciones no otorgadas, siempre que la dependencia demandada haya 
omitido excepcionarse en el sentido de que el trabajador gozó de dichas vacaciones y lo pruebe, lo cual 
es necesario para evidenciar que, en su caso, la condena es ilegal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TRÁNSITO Y VIALIDAD DE LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY. SU REGULACIÓN ES 
UNA FACULTAD CONSTITUCIONAL CONTRA LA QUE NO PUEDE CONCEDERSE LA 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA, PUES IMPLICARÍA EL INEJERCICIO DE UNA DISPOSICIÓN DE 
ORDEN PÚBLICO CON LA QUE EL CONSTITUYENTE DOTÓ A LOS AYUNTAMIENTOS PARA 
EMITIR, DE ACUERDO CON LAS LEYES DE LA MATERIA, REGLAMENTOS EN MATERIA DE 
TRÁNSITO. 
 
El artículo 115 de la Constitución Federal, en sus fracciones II y III, inciso h), faculta a los 
Ayuntamientos para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal, los reglamentos, circulares 
y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, con el 
fin de organizar la administración pública municipal y, específicamente, el tránsito vehicular. En ese 
sentido, si los artículos 38 a 41 y 43 a 47, fracción IV, de los Reglamentos de Tránsito y Vialidad de los 
Municipios de la zona metropolitana de Monterrey, están aprobados con esa base constitucional y, por 
ende, al estar frente a una regulación de la Carta Suprema, no procede conceder la suspensión 
definitiva en su contra, pues implicaría el inejercicio de una disposición de orden público con la que el 
Constituyente los dotó para la satisfacción de necesidades colectivas de evitar trastornos a la vialidad 
de la citada zona intermunicipal, pues de lo contrario, se seguiría perjuicio al interés social y se 
contravendrían disposiciones constitucionales, por lo que no se colma el requisito previsto en el artículo 
128, fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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TRÁNSITO VEHICULAR DE CARGA PESADA. REQUISITOS QUE LO AUTORIZAN. ES 
IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA CONTRA LA APLICACIÓN DE LAS 
EXIGENCIAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 43 DE LOS REGLAMENTOS HOMOLOGADOS DE 
TRÁNSITO Y VIALIDAD DE LOS MUNICIPIOS DE LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY, 
PUES SI TIENDE A LA PROTECCIÓN DE LA CIUDADANÍA EN GENERAL, CONSTITUYE UNA 
NORMA DE INTERÉS SOCIAL Y UNA DISPOSICIÓN DE ORDEN PÚBLICO. 
 
El artículo 43 de los reglamentos homologados de tránsito y vialidad de los Municipios de la zona 
metropolitana de Monterrey, contiene medidas de seguridad que permiten la identificación plena de la 
unidad, fecha de expedición del permiso, ruta, vigencia, horarios permitidos, además, la constatación de 
vigencia de la póliza de seguro de responsabilidad civil, así como de la licencia de conducir 
especializada para dicho sector. Por tanto, establece beneficios colectivos y protectores de la 
ciudadanía en general, pues busca su protección ante la eventualidad de un siniestro en el que participe 
alguna unidad de este sector. En estos términos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo, resulta improcedente conceder la suspensión en contra de las 
disposiciones que prevén los requisitos que autorizan el tránsito de vehículos de carga pesada, ya que 
de hacerlo, se permitiría la circulación sin control o sin permiso, y la autoridad no estaría en aptitud de 
verificar el cumplimiento de los requerimientos de circulación para el tránsito de este tipo vehicular. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
  

http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


JURISPRUDENCIAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e

lfu
tu

ro
.o

rg
  h

tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016062  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.1o.A. J/30 (10a.)  
 
TRÁNSITO DE VEHÍCULOS. EL DERECHO AL LIBRE TRÁNSITO DEL SECTOR EMPRESARIAL NO 
ESTÁ POR ENCIMA DEL DERECHO HUMANO A LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE LA SALUD QUE 
PROTEGEN LOS REGLAMENTOS HOMOLOGADOS DE TRÁNSITO Y VIALIDAD DE LOS 
MUNICIPIOS DE LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY AL EVITAR ACCIDENTES VIALES; 
POR TANTO, CONSTITUYEN NORMAS DE ORDEN PÚBLICO RESPECTO DE LAS CUALES 
PROCEDE NEGAR LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA. 
 
De acuerdo con la teoría de ponderación de principios, cuando dos derechos fundamentales entran en 
colisión se debe resolver el problema atendiendo a las características y naturaleza del caso concreto. 
Por tanto, cuando en un juicio de amparo se solicita la suspensión contra las disposiciones de los 
reglamentos homologados de tránsito y vialidad de los Municipios de la zona metropolitana de 
Monterrey, y se aduce que se afecta el derecho humano al libre tránsito del sector empresarial, previsto 
en el artículo 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo procedente es negar la 
medida cautelar, porque dicho derecho humano no está por encima del diverso derecho humano a la 
protección integral de la salud, que protegen los referidos reglamentos de tránsito al establecer 
condiciones de seguridad vial y evitar accidentes viales que pueden concluir en pérdida de vidas 
humanas. En consecuencia, dichos reglamentos constituyen normas de orden público, pues su finalidad 
es salvaguardar los derechos humanos a la vida y a la salud, previstos en el artículo 4o., párrafo cuarto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que son derechos fundamentales de 
mayor envergadura, pues sin un adecuado bienestar o calidad de vida no se disfruta el libre tránsito. 
Por consiguiente, es improcedente conceder la suspensión definitiva contra la aplicación de los citados 
reglamentos, si sólo se pretende privilegiar el interés particular del sector empresarial, en su derecho al 
libre tránsito, pues el principio que debe primar es aquel que conlleva o protege en mayor proporción a 
las personas. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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MEDIO AMBIENTE. SON DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO LAS NORMAS QUE LO 
PROTEGEN Y, POR TANTO, ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA 
CONTRA EL REGLAMENTO HOMOLOGADO DE TRÁNSITO Y VIALIDAD DE LOS MUNICIPIOS DE 
LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY, QUE TIENDE A DISMINUIR LA CONTAMINACIÓN. 
 
Resulta improcedente conceder la suspensión en contra de los artículos 38 a 41 y 43 a 47, fracción IV, 
de los Reglamentos de Tránsito y Vialidad de los Municipios de la zona metropolitana de Monterrey, al 
constituir disposiciones de protección al medio ambiente que tienden a disminuir la contaminación. En 
efecto, no procede conceder la medida suspensional en contra de las referidas disposiciones que 
regulan los horarios y vías de circulación al transporte de carga pesada, pues tales dispositivos buscan 
el bienestar de la ciudadanía en general, ya que al disminuir el tráfico vehicular, reducen el tiempo de 
las personas a su destino; provocan menos contaminación vehicular y generan ahorro de combustible; 
factores que producen un bienestar evidente al medio ambiente, pues a menor contaminación mejor es 
la calidad del aire y, por ende, la salud y calidad de vida de quien lo respira. En ese tenor, los citados 
beneficios colectivos y protectores de los derechos fundamentales a la salud y a un medio ambiente 
sano, son mayores al perjuicio que se provocaría al permitir la circulación sin control, ya que las 
disposiciones reclamadas tienen una finalidad fundamental de satisfacción a necesidades colectivas y 
de protección al medio ambiente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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COPIA SIMPLE EXHIBIDA EN EL JUICIO LABORAL. SU VALOR PROBATORIO CUANDO EL 
ORIGEN, AUTORÍA O ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO ORIGINAL SE ATRIBUYE A LA 
CONTRAPARTE DEL OFERENTE. 
 
Si en un juicio laboral se exhibe copia simple de un documento y el origen, autoría o elaboración de su 
original se atribuye a la contraparte del oferente, entonces si aquélla no niega la existencia de dicho 
documento, porque no refuta su expedición ni alega su discrepancia de contenido, al no objetarlo o 
hacerlo sólo en términos generales (respecto de algunas prestaciones pero no su autoría y existencia), 
la Junta puede otorgarle el valor probatorio procedente (incluso pleno), ante la aceptación tácita tanto 
de la existencia del documento exhibido en copia simple, como de la correspondencia de su contenido 
en relación con el original. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ACCIDENTES DE TRÁNSITO. SI EL REGLAMENTO HOMOLOGADO DE TRÁNSITO Y VIALIDAD 
DE LOS MUNICIPIOS DE LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY, TIENDE A EVITARLOS, 
CONSTITUYE UNA NORMA DE ORDEN PÚBLICO QUE IMPIDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
DEFINITIVA RESPECTO DE SU APLICACIÓN. 
 
El reglamento homologado de tránsito y vialidad de los Municipios de la zona metropolitana de 
Monterrey, tiene por objeto regular la seguridad vial en el Municipio y determina las condiciones legales 
y de seguridad a las que se deben ajustar los vehículos y sus conductores para su circulación, lo que de 
suyo trae como beneficio disminuir los índices de tráfico vehicular, accidentes y, por tanto, evitar la 
pérdida de vidas humanas. Por su parte, la estadística publicada en el sitio oficial de Internet del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) informa que Nuevo León es el Estado del país con 
primer lugar en accidentes de tránsito y, Monterrey, la segunda ciudad con mayor número de accidentes 
fatales. Bajo tales premisas, a fin de evitar el riesgo en la seguridad de las personas que peatonalmente 
y en sus respectivos vehículos transitan por la zona metropolitana, que acorde a las estadísticas 
oficiales, pudieran ser mortales, van en incremento día a día y, lamentablemente, en ocasiones 
culminan con accidentes fatales, corresponde negar la suspensión definitiva en contra de la aplicación 
de las disposiciones contenidas en el aludido reglamento, pues dado que tienden a evitar accidentes de 
tránsito, no se cumple el requisito relativo a la no afectación al interés social que exige el artículo 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo para el otorgamiento de la medida cautelar. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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REVISIÓN FISCAL. PROCEDENCIA DEL RECURSO TRATÁNDOSE DE LA DETERMINACIÓN DE 
SUJETOS OBLIGADOS. 
 
Los artículos 248, párrafo tercero, fracción II, del Código Fiscal de la Federación (vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2005) y 63, fracciones II y VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo (vigente a partir del 1 de enero de 2006), prevén la procedencia del recurso de revisión 
fiscal ante el Tribunal Colegiado de Circuito contra las resoluciones emitidas por el Pleno, las Secciones 
de la Sala Superior o por las Salas Regionales del ahora Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
que decreten o nieguen el sobreseimiento y las sentencias definitivas que dicten, entre otros supuestos, 
contra resoluciones que versen sobre la determinación de sujetos obligados; lo que significa que dicha 
hipótesis de procedencia se actualiza cuando en la litis natural se discuta si un sujeto individualmente 
considerado o un grupo o categoría de sujetos están vinculados por una relación laboral y, por ende, si 
son parte del régimen obligatorio del seguro social; que en los casos como los que nos ocupan, es 
decir, cuando se impugne como acto de origen en el que se dio de baja a un trabajador del régimen 
obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social por no ubicarse en el supuesto del artículo 12, 
fracción I, de la Ley del Seguro Social, que define los sujetos de aseguramiento, será procedente la 
revisión fiscal, ello asociado al diverso requisito de importancia y trascendencia. 
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JURISPRUDENCIAS 

Publicadas el viernes 26 de enero de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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INSTITUCIONES DE SEGUROS DE PENSIONES. TIENEN EL CARÁCTER DE TERCERO 
PERJUDICADAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, SI EN LA ETAPA DE CUMPLIMIENTO 
DE UNA EJECUTORIA QUE ORDENA AL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA 
PARA LOS TRABAJADORES ENTREGAR A LOS QUEJOSOS LOS RECURSOS DE LA 
SUBCUENTA DE VIVIENDA, ACREDITAN HABER CELEBRADO CON ÉSTOS CONTRATO DE 
SEGURO PARA EL PAGO DE SU PENSIÓN POR RENTA VITALICIA (RÉGIMEN DE LA LEY DE 
AMPARO ABROGADA). 
 
Las instituciones referidas tienen interés jurídico para apersonarse en el juicio de amparo con el 
carácter de tercero perjudicadas conforme al artículo 5o., fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo 
abrogada, si en la etapa de cumplimiento de una ejecutoria que tiene como efecto que el Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, entregue a los quejosos en su carácter de 
pensionados o a sus beneficiarios los recursos aportados a la subcuenta de vivienda, cuya negativa se 
fundó en el artículo octavo transitorio del decreto por el que se reforma y adiciona la ley del Instituto 
mencionado, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1997, declarado 
inconstitucional por la jurisprudencia 2a./J. 32/2006, demuestran la existencia de un contrato de seguro 
para el pago de las pensiones por renta vitalicia celebrado entre éstos y la aseguradora especializada 
del ramo, autorizada para operar mediante los mecanismos que se establezcan en disposiciones de 
carácter general, ya que dichos recursos podrían estar vinculados al pago de la pensión por renta 
vitalicia que al efecto se haya contratado, cuya devolución podría afectar el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas en el contrato; de ahí que las instituciones aseguradoras tengan interés directo 
en la subsistencia del acto reclamado para que, en su caso, puedan plantear alguna causa de 
improcedencia o controvertir en el juicio de amparo lo acordado entre dichas instituciones y los 
quejosos. 
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